 En la ciudad de San Salvador de Jujuy, a los treinta días del mes de abril del año dos mil trece, reunidos en recinto de acuerdos de la Sala Tercera Civil y Comercial de la Provincia de Jujuy, los Dres. NORMA BEATRIZ ISSA y CARLOS MARCELO COSENTINI, bajo la Presidencia de Trámite de la primera de los nombrados, vieron el Expte. Nº B-172493/07, caratulado: “ORDINARIO POR DAÑOS Y PERJUICIOS: ALBA, MARÍA GRISELDA y PAZ, RAFAEL RAMÓN c/ ESTADO PROVINCIAL”, del cual, 

La Dra. NORMA BEATRIZ ISSA dijo: 

A fs. 58-63 de autos, comparecen como actores los Sres. Rafael Ramón Paz y María Griselda Alba representados por el Dr. Jorge Eduardo L. y deducen demanda ordinaria por daños y perjuicios en contra del Estado Provincial. 

Mediante la misma pretenden que se condene al accionado a resarcir los daños y perjuicios ocasionados a cada uno de los nombrados como consecuencia del accidente de tránsito protagonizado por el vehículo de propiedad del demandado (una ambulancia del SAME) quien embistió, según el relato de los mismos, al vehículo propiedad del Sr. Rafael Antonio Ramón Paz del lado del acompañante, por lo que resultaron lesiones psico-físicas para la Sra. Griselda Alba que se hallaba a bordo del mismo, y daños para el vehículo propiedad de aquel, reclamándose la reparación de ambos por esta vía. 

Refieren los actores que, en fecha 21 de mayo de 2005, siendo aproximadamente hs. 08:30 de la mañana, en oportunidad en que el Sr. Paz conducía su vehículo por calle Balcarce hacia el centro de la ciudad, al llegar al cruce con calle Independencia y habiendo traspuesto ya el punto medio de intersección con dicha arteria, fue impactado por la ambulancia dominio -propiedad del Ministerio de Bienestar Social- en la parte lateral derecha del rodado. 

Refiere que la ambulancia se desplazaba a alta velocidad en sentido Sur-Norte por calle Independencia mientras era conducida por el chofer de la misma, Sr. M. y al llegar a la aludida intersección no aminoró la marcha, causando el accidente del que se derivan los daños. 

En tal sentido se reclama el resarcimiento de los perjuicios sufridos: daños materiales del rodado y los daños psico-físicos de la acompañante, Sra. Alba, respecto de la cual se alegan lesiones y repercusiones a nivel psicológico y de equilibrio de sus facultades, solicitando igualmente la indemnización del daño moral que se alude padecido por la misma a consecuencia del evento. A tales efectos, ofrecen prueba y peticionan. 

Corrido el traslado de ley, se presenta el accionado a contestar demanda representado por la Dra. María Jimena Bernal y luego de efectuar una negativa genérica de los hechos y puntualmente, de la responsabilidad que se le atribuye así como la mecánica del accidente, niega la existencia de los daños reclamados así como de la legitimación del propietario del vehículo para reclamar los daños de su acompañante; cita como tercero en garantía a la compañía de Seguros “Las Caja”, ofrece prueba y solicita el rechazo de la acción deducida en su contra. 

Proveída que fuera la citación del tercero, comparece el Dr. A. A. P. (h) en representación de “Caja de Seguros S.A.” asumiendo tal carácter y contesta demanda. Luego de negar los hechos, así como el valor y eficacia probatoria de la documental aportada, alude a la responsabilidad exclusiva del actor en la producción del evento dañoso por no haber respetado la prioridad de paso que detentaba la ambulancia, no sólo por hallarse la misma en emergencia, sino por arribar al cruce de calles circulando por la derecha, lo que implicaba para el Renault 18 la obligación de detenerse y permitir su paso. 

Trabada la litis y contestado el traslado del Art. 301, se abrió la causa a prueba tal como consta a fs. 154-155, y, producida la misma, se llevó a cabo la audiencia de vista de causa de fs. 250, luego de lo cual, la causa quedó en estado de ser resuelta. 

Entre la prueba producida de relevancia se encuentran las actuaciones penales labradas a propósito del accidente ocurrido (Expte. Nº 1894/05 agregado por cuerda) y un peritaje técnico -fs. 208/217- que da cuenta de los daños existentes en el vehículo del actor y costo de reparación, así como la posible mecánica del siniestro y velocidad aproximada de circulación. 

Sobre todos estos ítems se formularon, por parte de la aseguradora, objeciones que el perito respondió a fs. 236-238, rectificando el monto final necesario para las reparaciones del rodado. 

De todos los elementos aportados como prueba, en particular de las fotografías, croquis realizado en sede penal y pericia técnica, arribo a las siguientes conclusiones: 

1. Claramente el choque se produjo sobre la parte media de la puerta delantera derecha del rodado individualizado como, con daños que se extendieron hacia el guardabarros, espejo, parantes etc. de dicho costado. 

2. La ambulancia fue sin dudas el agente embistente y el Renault el embestido. 

3. Si bien la ambulancia gozaba de prioridad de paso no sólo por la urgencia (no cuestionada por la actora) sino por provenir del lado derecho de circulación, el rodado embestido ya había llegado al cruce de las arterias cuando fue impactado. 

4. El Renault no circulaba a velocidad antirreglamentaria mientras que la ambulancia sí lo hacía. Ello surge no sólo de las conclusiones del perito sino de los dichos de los propios involucrados, tal el testimonio prestado por el propio enfermero que iba en la ambulancia, quien a fs. 09 de la citada causa penal declaró que la ambulancia circulaba “a una velocidad normal de emergencia de 50 km.” lo que implica que se ha transgredido el límite máximo de velocidad, tanto el fijado para una calle (40 km/h según Art. 51 inc. a) Ley 24.449), como el establecido para las encrucijadas urbanas sin semáforo: velocidad nunca superior a 30 km/h (Art. 51 inc. e) 1. de la Ley 24.449. 

Vale recordar que en principio, ciertos vehículos como es en este caso la ambulancia, gozan de un régimen preferencial de prioridad de paso cuando circulan con urgencia a prestar los servicios inherentes a sus funciones (hecho no controvertido en autos), prioridad que, en el caso, coincide con la otorgada por la misma ley para cruzar una encrucijada a quien circula por la derecha. 

Dicha presunción sin embargo, no obsta al análisis que debe efectuarse respecto de la conducta desplegada por el conductor de la misma. 

En efecto, en palabras del máximo Tribunal, “Dicha prelación no excluye la observancia de la prudencia compatible con la seguridad de la circulación” (CSJN, 31-10-02, "Montiglia Eduardo y otra c/ Emilio Cañete e Intemec SA y otros"; Lexis Nº 4/46263), es decir que la prioridad de paso, no autoriza a acometer o embestir a todo lo que el vehículo con prioridad encuentre en el trayecto, sino que debe ser ejercida conservando la aptitud de frenado ante las previsibles contingencias del tránsito. 

De hecho, la obligación que consagra el inc e) 1. del Art. 51 supra citado, de reducir sensiblemente la velocidad al llegar a las bocacalles, es una obligación impuesta a todo conductor, sea que provenga de la derecha o de la izquierda, y dicha previsión no fue observada por la ambulancia dado el lugar y modo en que se produjo el impacto (ver croquis ilustrativo obrante a fs. 25 del Expte. penal) 

Más aún cuando el actor al mando del Renault  se hallaba ya trasponiendo la bocacalle y se desplazaba a una velocidad reducida de 12 km/h según las consideraciones periciales (fs. 214), abonadas por el lugar de la colisión y ubicación de los daños en la parte media y delantera del mencionado vehículo. 

No obstante, la baja velocidad de circulación también implicó para el conductor del Renault 18, un mayor tiempo de reacción, máxime con la existencia de un espejo en la esquina en el que el actor debió observar la aproximación de la ambulancia. Ello, en contraposición con los elementos ya señalados (falta de reducción de la velocidad por parte de la ambulancia), implican una misma cuota de responsabilidad en el evento tanto del actor como del demandado. 

De allí que, en base a los elementos de convicción obrantes en autos y ante la inexistencia de argumentos de mayor valor frente a los ya mencionados, entiendo que el accidente ha sido producido por la culpa concurrente de ambos conductores, por cuanto han influido en la producción del mismo en partes iguales. 

En consecuencia, considero que es justo acceder al reclamo teniendo en consideración la suma estimada por el perito, de la cual responderá el demandado sólo hasta el cincuenta por ciento (50%) del monto que a continuación analizaré. 

El actor sólo reclama los “daños materiales del rodado de propiedad del Sr. Rafael Ramón Paz”, sin que se haya peticionado en forma expresa ni el daño moral ni la pérdida del valor venal cuya estimación se solicitó al perito, por lo que sólo cabe, en virtud del principio de congruencia, ponderar el monto necesario para la reparación del vehículo. Dicho monto asciende, considerando la rectificación efectuada por el perito a fs. 237, a la suma de ocho mil seis pesos ($ 8006) calculados a la fecha del primer informe (16-02-2011). 

Desde entonces y hasta la fecha del presente pronunciamiento, corresponde aplicar el interés correspondiente a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina, por lo que el monto actualizado correspondiente a dicha suma, en caso de compartirse mi voto, asciende en la actualidad a la suma de ONCE MIL DOSCIENTOS NOVENTA PESOS ($ 11.290). 

En tal sentido, y en virtud de la distribución de responsabilidad efectuada, corresponde condenar al Estado Provincial a abonar al Sr. Rafael Ramón Paz, la suma de CINCO MIL SEISCIENTOS CUARENTA Y CINCO PESOS ($ 5.645) en concepto de indemnización por daños materiales sufridos por el vehículo de su propiedad. 

Ahora bien, respecto de la co-actora, María Griselda Alba, se aduce la existencia de secuelas por lesiones psico-físicas que no han sido debidamente acreditadas, no existiendo pericia médica u otro elemento de prueba que así lo acredite. De allí que no corresponda indemnizar el daño material que la misma invoca, toda vez que ‘la persona puede titularizar derechos muy importantes, pero si no logra probar en juicio los extremos de su pretensión, es como si esos derechos no fuesen suyos’ ("Los dilemas de la responsabilidad civil" Aida Kemelmajer de Carlucci , Rev. de Derecho, vol. 28, Nro. 4, pág. 671, año 2001). 

No ocurre lo mismo con el daño moral, toda vez que con la documental agregada a fs. 28-32 de la causa penal, queda efectivamente acreditado que, con motivo del hecho dañoso, la Sra. Alba sufrió un traumatismo de cadera y región lumbo sacra por los que debió recibir atención médica en el Hospital Pablo Soria, estimándose para su recuperación una inhabilitación laboral de 7 (siete) días. 

Dicha circunstancia conlleva de por sí y dadas las circunstancias, afecciones espirituales y perturbaciones en su vida, que debe ser reparadas por los responsables. 

De tal forma, teniendo en cuenta que los daños físicos no fueron de grave envergadura ni dejaron secuelas, limitándose a contusiones por las que la actora permaneció algunas horas en el nosocomio, pero cuya ocurrencia implicó para la víctima molestias y turbaciones hasta su recuperación susceptibles de reparación, considero justo, en mérito al principio de integridad de la persona y apelando a las reglas de la sana crítica (Art. 46 CPC y 1078 y ccs. del C.C.) estimar el daño moral padecido por la Sra. Alba, en la suma total y actual de CINCO MIL PESOS ($ 5.000), para cuyo cálculo se ha tenido en cuenta el plazo transcurrido desde el hecho hasta el presente pronunciamiento. De la misma, y dada la concurrencia de culpas, el accionado deberá responder en un cincuenta por ciento (50%), por lo que corresponde al Estado Provincial abonar la suma de DOS MIL QUINIENTOS PESOS ($ 2.500) a favor aquella. 

Finalmente, y habiendo tomado intervención como tercero obligado la aseguradora “Caja de Seguros S.A.”, corresponde, en virtud de lo normado por el Art. 118 de la ley de seguros 17.418, hacer extensivos a la misma los efectos de la presente sentencia en la forma y con los alcances establecidos en dicha norma y en las condiciones de la Póliza Nº 5270-003671-01 que instrumenta el contrato de seguros de responsabilidad civil celebrado entre dicha entidad aseguradora y el entonces Ministerio de Bienestar Social. 

En cuanto a las costas del proceso, corresponde que sean impuestas a cada una de las partes conforme los porcentajes de responsabilidad atribuidos, por lo que resulta razonable imponer las mismas en el orden causado. 

En tal sentido, propongo que se regulen los honorarios de los profesionales intervinientes, por la parte en que ha prospera la demanda de la siguiente forma: Dr. Jorge Eduardo L. y Dra. María Amelia F. en las sumas de QUINIENTOS CUARENTA Y CUATRO PESOS ($ 544) y MIL OCHENTA Y SEIS PESOS ($ 1086) respectivamente. Los del Dr. Arturo A. P. (h) en la suma de MIL CIENTO CUARENTA Y UNO ($ 1141). Los del perito Ing. Mario J. M. se estiman en la suma de CUATROCIENTOS PESOS ($ 400). 

Para las regulaciones efectuadas se ha tenido en cuenta el mérito de la labor despegada, las etapas de intervención y el carácter de cada letrado, todo de conformidad con lo normado en los Arts. 2,3,4,6,7,8 y10 de la Ley de Aranceles 1687, así como la Ac.14/86 S.T.J. y L.O. Art. 200º en relación a la labor pericial. 

En todos los casos, deberá adicionarse el I.V.A en caso de corresponder y se aplicará, para el caso de incumplimiento, el mismo tipo de interés que el señalado para el capital hasta el efectivo pago.- 

Así voto.- 

El Dr. CARLOS MARCELO COSENTINI dijo: 

Teniendo en cuenta la forma en que ha quedado trabada la litis y en honor a la brevedad, me remito brevitatis causae a la relación de hechos efectuada en el voto que antecede, compartiendo el mismo tanto en la atribución concurrente de responsabilidad y distribución de la misma, como en la valoración de los daños, fijación del quantum indemnizatorio y regulación de honorarios.- 

Por ello, la SALA TERCERA DE LA CAMARA CIVIL Y COMERCIAL DE LA PROVINCIA DE JUJUY, 

--------------------------------R E S U E L V E:-------------------------------- 

1.- Hacer lugar a la demanda incoada por RAFAEL RAMÓN PAZ Y MARÍA GRISELDA ALBA en contra del Estado Provincial declarando la concurrencia de culpas, por lo que corresponde condenar al accionado a soportar el cincuenta por ciento (50%) de la indemnización estimada, debiendo abonar a cada uno de los actores, en el término de diez (10) días, las sumas de CINCO MIL SEISCIENTOS CUARENTA Y CINCO PESOS ($ 5.645) y DOS MIL QUINIENTOS PESOS ($ 2500) respectivamente. 

2.-Dejar establecido que la mora en el pago de dichas sumas, devengará el interés equivalente a la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina desde el incumplimiento y hasta el efectivo pago. 

3.- Imponer las costas por el orden causado.- 

4.- Disponer que los efectos del presente pronunciamiento se hagan extensivos a “Caja de Seguros S.A.” en los términos del Art. 118 de la L.S. 17418. 

5.- Regular los honorarios profesionales por la labor desarrollada en los autos principales de los Dres. JORGE EDUARDO L., MARÍA AMELIA F. y ARTURO A. P. (h) en las sumas de QUINIENTOS CUARENTA Y CUATRO PESOS ($ 544), MIL OCHENTA Y SEIS PESOS ($ 1086) y MIL CIENTO CUARENTA Y UN PESOS ($ 1141) respectivamente. 

6.-Regular los honorarios del perito actuante Ing Mario J. M. en la suma de CUATROCIENTOS PESOS ($ 400). 

7.- Establecer que los montos estipulados en concepto de honorarios, llevarán I.V.A. en caso de corresponder y devengarán el mismo interés que el capital en caso de mora.- 

8.-Registrar, agregar copia en autos, protocolizar, notificar en la forma de estilo, dar cuenta a los organismos de contralor, etc. 

mh
